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pero la Constitución -no tiene efectos retroactivos y, en consecuen·
cia. es absolutamente imposible- crear ex nOl'O por su imperio
si;uaciones jurídicas que antes de su promulgación DO negaron a
nacer. En nada de cuanto el señor Herrero San Miguel narra hay,
por tanto, el más leve indicio de una -violación del principio
constitucional ¡Je igualdad que de alguna manera sea imrutable,
siquiera - por no haberla remediado, a los órganos _de Poder
Judicial. •

Segundo.-Tampoco han violado dichos órganos, como es claro,
e! derecho ~el señor Herrero San Miguel a la tutela judiciál- efectiva.
No la ha VIolado, ciertamente. la Sala Especial de Conflictos del
Tribunal Supremo, que en su Auto de 17 de junio de 1985 se limita
a declarar que no ha lugar a estimar la solicitud formulada por el
señor Herrero San ~uel relativa a planteamiento de conflicto
negativo de competenCIa ...• por tratarse de un conflicto formal~
mente inexistente, ya que en su Sentencia de 30 de noviembre de
1984 la Sala de lo ·ContencioSO-Administrativo ~ción Segunda)
de la Audiencia Nacional no habia declarado su incompetencia,
sino la inadmisibilidad del recurso intentado ante ella. Y menos
aún 10 ha violado dicha Sala,_.que --Si ~bien. ha declarado la
inadmisibilidad del recurso por las causas establecidas en los
apartados e) y f) del arto 82 de la Ley de su Jurisdicción (causas cuya
concurrenCIa m la más antiformalista e incluso imaginativa inter­
pretación podría dejar de apreciar) ·ha. admitido y practicado
cuantas pruebas propuso el recurrente, ha llevado a cabo un
detenido análisis plasmado en los considerandos JII y IV, sobre el
fondo de su pretensión, y ha hecho in~luso un meritorio esfuerzo
para ilustrar al señor Herrero~San Miguel sobre cuál pudiera ser la
vía procesal adecuada para obtener una decisión definitiva sobre
ésta si, pese a su más que aparente debilidad, continuara deseando
hacerla valer ante la jurisdicción.

.Basta con lo dicho, como es obvio, para desestimar la presente
pretensión de amparo; conviene, sin embargo, antes de pronunciar
nuestro fallo 'hacer alguna. consideración sobre la actuación procesal
del recurrente para extraer de ella las oponunas consecuencias.

Tercero.-La Sentencia dictada en suplicación por el Tribunal
Central de Trabajo,de la que 8I"Q1Dcan los reiterados intentos del
señor Herrero San ~el ante los órganos de la jurisdicción
contencioso~administratlvay ante .este mismo Tribunal, no anuló
la dictada por la Magistra~ura de Trabajo porque hiciera un juicio
dIstinto al de ésta sobre la Pretensión deducida por el señor Herrero

'9765 Sala Segunda. Recurso de amparo número 941/1985.
Sentencia número 92/1986. de 4 d..e julio.

La Sala Segunda. del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, don Angel Latorre Segura, don Fer­
nando García-Mon y González.Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra, ha
pronunciado - -

EN NOMIlRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

en el recurso de amparo número 941(1985, promovido por don
Miguel Olivella Oaparols, .representado por- el ProcuradoF don
Enrique Sonibes Torra, bajo la dirección del Letrado don Enrique
Panadés Casanova, contra Sentencia de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial'de Barcelona que confrrma la dictada por el
Juzgado de Distrito número 28, estimatoria de reclamación por
daños y perjuicios. Han comparecido el Ministerio Fiscal y doña
Elena Onuño ,Erqueap., representac!a por el Procurador don Juan
Antonio García San Miguel y Orueta, y bajo la dirección del
Letrado don Julio Pardo Padrós. Ha sido Ponente el Magistrado
don Carlos de.la Vega Benayas, quien expresa el parecer de la Sala

l. ANTECEDENTES

Primero.-EI Procurador de los Tribunales don- Enrique Sombes
Torra interpone en nombre de don Miguel 01ivella Clap~rols

recurso de amparo constitucional por medio de escrito registrado
en este Tribunal el día 28 de octubre de 1985, contra las Sentencias
dictadas en el juicio de cogilición 185(1984 por el Juzgado de
Distrito número 28 de Barcelona, el 12 de marzo de 1985, y en
apelación de la anterior por la Audiencia Provincial de Barcelona
el 4 de octubre de 1985, que confirmó la anterior. .

Estima el demandante que dichas Sentencias han vulnerado los
derechos con~os en el ano 24.1. de la Constitución Española,
por lo que solicita se declare la nulidad de ambas resoluciones,
retrotrayendo las actuaciones.al momento inmediatamente anterior

-flOE nÍím. 174. Suplemento

frente a RENFE, sino, simplemente, por entender que no habiendo
mediado J?unca entre ambos relación laboral alguna, no era
competencia de ese orden jurisdiccional conocer de los litigios que
los opusieran. El que, tras este pronunciamiento, el seño Herrero
decidiera acudir a·18 jurisdicción contencioso--administrativa, es
cosa que sólo de él depende, pero es claro que su decisión que, Por
lo dicho, no encuentra apoyo alguno en la del Tribunal Centr..u de

· Trabajo, no es bastante para extender la competencia de aquella
jurisdicción a materias que no le han sido atribuiÓfts. Por si no
bastara con esto, en la Sentencia -19(1981 de este Tribunal
(fundamento último) se salvó su derecho para acudir ante la
jurisdicción- ordinaria, expresión esta cuyo significado le precisó,
hasta el limite que el respeto asu condición de Letrado imponía,
la Sala de lo Contencioso--Administrativo de la Audiencia Nacio·
nal.

Tras todo ello, el señor Herrero San Miguel, U'cenciado en
Derecho, no ha dudado en acudir ante el Tribunal Supremo (Sala

- Especial de Conflictos), primero,' y ante nosotros después, mante~

niendo una posición tan manifiestamente infundada que sólo a
temeridad caPe atribuir. Resulta así necesario extraer de .esa
actuación las consecuencias para las que el arto 95 (apanados
segundo y tercero) de nuestra Ley Orgánica nos faculta" impo.­
niendo al recurrente las costas del recurso.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal-' Constitucional,
· POR LA AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE LA CONSTlTU-

CION DE LA NACION ESPANOLA.

Ha decidido:

Primero.-Desestimar· el presente recurso de amparo.
Segundo.-Imponer al recurrente las costas del mismo.
Publiquese esta Sentencia en el (<Boletín Oficial dei Est~dó~~.

_ pada en Madrid a 2 de-julio de 1986.-Francisco Tomás y'
Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyal Serra.-Eugenio Píaz EimiL-Miguel Rodrí­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.

a la·presentación del escrito de la 'aetara, de 4 de octubre de 1985,_
en el procedimiento de cognición, mediante el cUal se amplió la
demanda: .

De las alegaciones y documentos presentados se deduce, ,en
síntesis, lo-que sigue: -

Doña Elena Onuño, con domicilio en la calle Sagunto, número
21; 1.0, formuló el día 9 de octubre. de 1984 demanda con
invocación del arto 1.902 del Cód~o Civil contra el solicitante de
amparo, propietario de la finca colIndante, solicitando del Juzgado
una indemnización a causa de los daños y perjuicios causados por
el estado de abandono de dicha finca, que esumó ascendían hasta
entonces a la suma de 257.s07 pesetas, sin perjuicio de que
pudieran verse incrementados a lo largo del procedimien1~ a una
cantidad que no sobrepasase la suma de 500.000 pesetas, más los

· intereses de la cantidad resultante.
Como consecuenCIa del poste1'lor denibo de la finca de la calle

Sagunto, número 23 (24 de noviembre), se amplía la demanda-en
el sentido de que dicho derribo ha podido ocasionar nuevos daños
que incrementen la cuantía que se reclama, pero sin rebasar en
ningún caso la cuantía fijada de 500.000 pesetas.

De dicho escrito, seJún afrrma el demandante, no se le dio
traslado, ni tuvo conOCImiento del mismo hasta el momento de
pronunciarse la Sentencia.

Admitidas y practicadas las pruebas propuestas por ambas
panes dentro del término ordinario, así como la pericial propuesta
por la parte actora y la acordada por el Juzgado dentro del término
para mejor -proveer, se dictó Sentencia condenando al señor
Olivella al pago de 500.000 pesetas junto a otros pronunciamientos.

Apelada la anterior Sentencia, la Audiencia Provincial de
Barcelona resolvió el 4 de octubre de 1985, confirmándola íntegra·
mente por sus propios fundamentos.

Ale~ el solicitante de amparo que tanto una como Qtra
resolUCIón han vulnerado el derecho a obtener la tutela efectiva de
los Jueces y Tribunales, sin que pueda producirse en ningún caso
indefensión, y ello por haber admitido el Juzgado' de Distrito
extemporáneamente el escrito de ampliación de demanda y no dar
traslado del mismo al demandado a fin de que pudiera impugnarlo.
Ello supone, además de una infracción de índole procesal, una clara
indefensión para el interesado, puesto que tales alegaciones se
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.tuvieron en cuenta en el momento de dictar Sentencia, sin ha~r

dado oponunidad al demandado de contradecirlas.

Segundo.-De las actuaciones judiciales ~lamadas resulta que
por Provi(iencia de 27 de novlembre de 1985 el Juzgado- de
Distrito, una vez contestada la demanda, convocó a las ~es ~ara
el día 4 de diciembre como fecha de la celebradón del jwcio. DICho
dia, en efecto, comparecieron las partes, se ratificaron en sus­
escritos y, por acuerdo comun, se suspendi,ó la- sesión .para
continuarla el día 11. de diciembre. En dicho día y acto. la parte
~actora presentó escrito de ampliación de la demanda. dándose
traslado a la parte de-mandada del mismo en este acto»,según
expresión literal del acta, que tinnan todos, ante la fe del Se~tario,
que añade que el escrito «queda unido a los autos». como consta
al folio siguiente número 54.

Tercero.-La Sección, por Providencia de 13 de noviembre de
1985, acuerda admitir a trámite la demanda de amparo interpuesta
por don Miguel OliveJIa Oaparols, y por personado y pane en
nombre y, representación del mismo al Procurador don Enrique
Sorribes Torra. Asimismo se requieren las actuaciones originales,' o
testimonio de ellas, a los siguientes órganos:

a) Al Juz$'ldo de Distrito número 28' de Barcelona, las
relativas al juicIo de cognición número 185/1984, en el que se dietó
Sentencia CaD fecha 12 de mar20 de 1985.

b) A la Sección Primera de la Audiencia Provincial de dicha
localidad,'las relativas al Rollo de Sala número 138/1985, en elque
recayó Sentencia de fecha 4 de octubre pasado.

Seguidamente se hace saber a las autoridades indicadas Que
emplacen a quienes hayan sido parte en dichos procedimientos, a
excepción del recurrente, para que dentro del plazo de diez día6, si
les interesa, se personan en el proceso constitucional.

Cuarto.-Por nueva Providencia. de 13 de diciembre de 1985, la
Sección acuerda tener por recibidas las actuaciones de la Sección
Primera de la Audiencia Provinci<il de Barcelona y del Juzgado--de
Distrito número 28 de' la misma localidad Asimismo, se- tiene por
recibido escrito presentado por el Procurador don Juan Antonio
García San Miguel y Orueta, y al mismo por .personado y parte en
nombre y representación de doña Elena Onuño Erqueaga. Y en
virtud de 10 dispuesto en el ano 52.1 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional se dio vista de las presentes actuaciones y
<.4: las remitidas por la Audiencia Provincia. y el Juzgado de
Distrito número 28 de Barcelona al Ministerio Fiscal y Procurado­
res señores Sorribes Tarra y García San Miguel y Orueta, a fin de
que, dentro dd plazo común de veinte dias, formulen las alegacio­
nes que estimen pertinentes.

Quinto.-El Fiscal, en fecha 31 de diciembre de 1985, alega Que
la tesis del recurrente se basa en la extemporaneidad del escrito de
ampliación y en la falta de traslado del mismo a la parte rcomo
consecuencia el desconocimiento de su contenido- por e actor,
hasta el momento de la Sentencia de instancia, e incluSo la
ignorancia del contenido del documento, hasta· que tuvo en sus
manos los autos originales. pero la pretendida extempora:neidad del
escrito no tielle justificación legal alguna. En el suplico de la
demanda se pide K •. haber lugar a la indemnización por parte del
demandado de los daños y perjuicios que su finca de la caUe
Sagunto, número· 23. ha provocado en ra colindante número 21 ...•
daños éstos que ,ascienden hasta el presente a la cantidad de
257.507 pesetas, sin perjuicio de que puedan verse incrementados­
a 10 largo del presente procedimiento. sin que en todo caso
sobrepasen las 500.000 pesetas». El suplico solicita una pretensión
indemnizatoria 'previa y la amplía a una cantidad,rnayor para el
supuesto de unos posibles incrementos en los daños. Es decir, la
pretensión indemnizatoria deducida en la demanda llega a las
500.000 pesetas, si se acreditan nuevos perjuicios.

El arto 52 del Decreto de 21 de noviembre de 1952 regula el acto
del juicio en el que la parte demandante puede «rectificar la
demanda en extremos Que no alteren jo fundamental».

Esto es, según ei Fiscai, lo que ha sido rea1izado~ la demandante
_en momento procesal oportuno hace constar en el escrito que
presenta, el hecho de haberse derribado la finca colindante y cornQ
consecuencia de dicho derribo ha rectificado, concretando la
petición ~e indemnización, que ya había sida objeto en cuanto al
límite máximo del suplico de la demanda. El contenido del escrito
no altera lo fundamental de la demanda, Que es una petición
indemnizatoria por daños causados por el demandado, hasta la
cantidad de 500.000 pesetas.

No existe, por tanto, dimensión constitucional," como pretende
el actor, en la presentación del escrito llamado de ampliaCión de la
demanda; hay un estricto cumplimiento de los preceptos legales,
tanto en el tiempo como en la forma.

El órgano judicial al admitir el escrito no hace más que cumplir
la Ley, sto Que se aprecie infracción procesal alguna, que a su vez
pueda producir violación del arto 24.1 de la Constitución Española.

De la documentación aportada se concluye que no se entiende
cómo el actor fundamenta el recurso de amparo en la a[egación de
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la falta de conocimiento del escrito de ampliación. cuando consta
documentalmente que se le dio traslado en el acto del juicio deLdía
11 de diciembre de 1984. No se en.tiende, añade el Fiscal, cómo
puede asegurar el actor que no tuvo conocimiento del mismo, hasta
la Sentencia, cuando firma el acta con su Letrado, reconocien4o y
aceptando su contenido, es decir, el traslado de dicho escrito; y asi
lo acredita la fe judicial.

Por todo ello, el Ministerio Fiscal interesa se dicte Sentencia
desestimando el amparo, por no existir violación del arto 24.1 de la
Constitución. .
'" Sexto.-La parte recurrente, en su escrito de alegaciones, se
ratifica en todos y caeta uno de los fundamentos legales alegados en
su escrito de demanda.

SéptimO'...;.La representación de doña Elena Ortuño Erqueaga, en
fecha 24 de enero de 1986, se opone al recuno de am¡;>aro y alega
que en ningún momento del proceso la representaCIón de don
Miguel O}ivella Claparols invoca vulneración de: derecho constitu­
cional alguno, y ello porque en todo momento el proceso ~ sigue
con las garantias establecidas en nuestra Constitución. Añade que
la representación del señor Olivella basa el recurso de amparo en
el único hecho de que la actora en los autos de {.uicio de cognición
presentó escrito de ampliación de demanda. de cual -según dice­
no se le dio traslado. produciéndole ello indefensión. Alega
asimismo que de dicho hecho no tuvo conocimiento hasta que le
notificaron la Sentencia, y que por ello no pudo invocar lo que ella
considera la vulneración del derecho constitucional. Pero si se
examinan los autos se ve cómo en la comparecencia de fecha 11 de
diciembre de 1984, efe:etuada ante el Juzgado de Distrito número
28 con la asistencia del señor Olivel1a y su Letrado, la actora, tras
ratificar.se, presenta escrito ampliando la demanda. del cual se da
traslado a la parte demandada en el mismo acto. Añade que la
actora amplió la demanda inidal al amparo del arto 52 del Decreto
de 21 de noviembre de 1952, que contempla la posibilidad de
modificar la demanda en extremos que no alteren 10 fundamental,
en reiación con los arts. 548, párrafo segundo, y 563 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, que prevén la posibilidad de adicionar,
modificar y ampliar la demanda, '1:aso de ocurrir algún hecho de
influencia notona en la decisión del pleito. Los hechos planteados
en la ampliación de la 'demanda eran hechos nuevos de influencia
notoria en el pleito, y que no alteraban t:l planteamiento de la li.tis,
en el cual ya se preveia la posibilidad de que los ,daños causados
podían verse incrementados en el curso del procedimiento, y Que
en todo caso se renunciaba a todos los que superasen la cuantía de
500.000 pesetas. . .

Por lo tanto, en ningun momento se limitan los derechos del
. demandado: éste tiene conocimiento de la ampliación de demanda,

y puede oponerse a la misma, en el acto de juicio oral, ya que el
periodo de alegaciones no ha finalizado. Mas no hace uso de su
derecho, deja pasar el momento procesal hábil para alegar lo que
le convenga', 'j es mas, él mismo solicita el recibimiento a prueba
del procedImIento, es decir, él mismp pide. que se ponga fin al
período alegatorio. Por lo. tanto no se produce indefensión.

Ha quedado patente, añade esta parte, la conducta mendaz y la
mala. fe de la recurrente, quien no duda en prestar causas inciertas
a fin de demorar el cumplimiento y ejecucion de la Sentencia
dictada por el Juzgado de Distrito número 28, ello en claro
perjuicio de su mandante.

Por lo tanto, en este caso en concreto, procede, al amparo del,
arto 95.2 de la Ley·Orgánica del Tribunal Constitucional, imponer
las costas derivadas 'de la tramitación del presente proceso a la
representación del don Miguel Qtivella Claparols, ya -que ha

,. demostrado manifiesta temeridad y mala· fe.
Por todo ello termina suplicando se dicte Sentencia desesti­

mando el recurso de amparo.
Octavo.-Por Providencia de 25 de junio de 1986 se señala el día

2 de julio de 1986 para deliberación y votación de la presente
Sentencia.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Como antes se ha expuesto, sostiene el recurrente que
tanto el Juzgado de Distrito como la Audiencia Provincial qlle
confirmó íntegramente la Sentencia de aquél, han vulnerado la
tutela judicial efectiva, violando el principio de contradicción
procesal, por el hecho de que el Juzgado admitió extemporanea­
mente un escrito de la parte actora en el juicio, en el que se
ampliaba la demanda, SlO Que de tal esento se hubiera dado
traslado a la demandada -hoy recurrente en amparo-a fin de que
pudiera impugnarlo, privándola así d~1 derecho a la defensa.

Segundo.-No hace falta hacer una indagación muy profunda en
las actuaciones judiciales que este Tribunal tiene a la vista para
comprobar Que, tras la primera acta de comparecencia de las partes
ante el Juez, propia del proceso de cognición, de 4 de diciembre de
1985, en la Que se ratificaron las panes contendientes '1 se
suspendió la sesión para continuarla el siguiente dia 11 del mismo
mes, en ese día, con la misma comparecencia de las panes, por una
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de ellas -la demandante- se presentó UD escrito de ampliación de
la demanda, del que se dio traslado a la otra en el mismo acto y
quedando unido a los autos, como consta al folio 54 de los mismos.

En dicho escrito se decía que el dueño de la finca, demandado,
había procedido al derribo de la misma. causante de Jos daños cuyp
impórte se reclamaba, y que ese hecho, ocasionando nuevos daños,
incrementaba dicho importe, bien que hasta el tope de 500.000 .
pesetas, límite de la competencia objetiva de los Jueces de Distrito.
Es inneaable, pues, ya que de todo ello da fe el Secretario judiciál
actuanté, que el que hoy reclama en amparo tuvo traslado del
escrito de am pliación, y que todo el fundamento de -su recul"SOrt
consecuentemente, queda absolutamente vacío y SiD base constitu­
cional.

Tercero.-No hay necesidad de extenderse en demasía acerca de
la posibilidad legal de ejercitaT el derecho de ampliación -de la
demanda en los juicios abreviados de cognición, pues a ello
autoriza el arto 52 del Decreto de 21 de noviembre de 1952 que lo
regula, al decir que «comparecidas las partes en forma legal, el Juez
declara.rá abierto el acto, oyendo en primer lugar al demandante, el
cual ratificará o rectificard su demanda en extremos que no alteren
lo fundamental...»; todo ello de acuerdo, además, con el derecho
supletorio de la Ley de Enjuiciamiento Civil,· que permite el
llamz.do escrito de ampliación (hecho nuevo de influencia notoria
en la decisión del pleito y admisión de prueba respecto a los
mismos: 8rtS. 56"3 y 565, en relación con el 548, que permite
ampliar las pretensiones y excepciones, pero sin alterar las que sean
objeto principal deI·pleito), todo eUo en armonía con las normas
Que obligan al Juez a resolver todas las cuestiones propuestas. por
las partes (art. 359 de la misma Ley).

Tampoco es preciso hacerlo respecto, de la doctrina de la causa
petendi en reiación con la congruencia como deber judicial, pues ya
se ha visto que la acción ejercitada, al amparo del arto 1.902 del
Código-Civil, pretendía obtener la indemnización correspondiente
a unos daños, causados por mal estado del inmueble del deman­
dado colindante, ese decir, la de resarcimiento de peIjúicios o

_«aquilian8», de carácter ex~racontractual, y que es acción que no se
define por'su cuantía o equivalente dinerario, sino que por sus
típicos elementos: acción negligente, daño efectivo y relación causal
entre hecho y peIjuicio. En ese sentido la determinación de la
cuantía -aunque en la eConomía particular importe- no es jurídica­
mente relevante y está sujeta a la apreciación Judicial de -la prueba,
así como, según ya se dijo, a la fijación de los hechos alegados o
ampliados lícitamente por las partes. _

En el caso de este recurso, la parte, ya en su demanda, hablaba
de cuantía provisional de los daños. Su ampliación J;l0constituye, _

19766 Sala Segunda. Recurso de amparo núm. 47811985,
Sentencia núm. 93/1986. de 7 de julio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta, y don Angel Latorre Segura,
don Fernando García·Mon y González-Regueral: don Carlos de la
Vega·Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrad?s; ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

en el recurso de amparo núm. 478/198'5, promovido por 4-on
Francisco· Javier Relea Lerones, representado por el Procurador
don Ignacio AguiJar Femánd.ez y defendido por el Abogado don
José María Díaz del Cuvillo, contra Auto del Juzgado de Instruc.­
ción núm. 3 de Vitoria, de 26 de abril de 1985, que se declaró
incompetente en procedimiento de habeas corpus, regulado en la
Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, planteado por el actor. Ha
comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido ponente el Magistrado
don Luis López Guerra, quien expr.esa el parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

1. Los hechos de Que deriva el recurso son, expuestos sucinta­
mente, comO sigue. El solicitante del amparo, perteneciente al
Cuerpo de Policía Nacional, y representante del Sindicato Unifi­
cado de Policía ante la Jefatura de su Unidad, fue requerido
urgentemente, el 19 de abril de 1985, y en cuanto tal representante
sindical, por el Comandante de esa· Unidad. En el curso de la
conversación, fue arrestado, ~n razón a su comportamiento durante
la misma, por falta leve de ligera irrespetuosidad del arto 443 del
Código de Justicia Militar. . -

BOE núm. 174. Suplemento

pues, una alteración de la cau:;a petendi que pudiera ocasionar una
posible incongruencia, ya que los hechos (los daños sufridos) y la
razón jUrídica de pedir (deber de resarcimiento), constitutivos
ambos de la causa perendi, permanecen inalterados, como la Ley
exige. En este sentido, consecuentemente, no puede decirse que se
haya infringido el principio de audiencia bilateral.

En defintiva, no' se da en el supuesto infracción alguna del
derecho fundamental que se cita, es decir, el de tutela judicial
previsto en el an. 24.1 de la Constitución.

Cuarto.,-Se ha visto que el recurrente; al formular y presentar su
demanda en este Tribunal, omitió en su exposición de hechos el
elocuente dato constituido por el acta del Juzgado de Distrito, de
fecha 11 de diciembre de 1985, en la que se constata -mediante la
fe pública judicial- que el actor presentó escrito de ampliación y
que de él se dio traslado a dicho recurrente -entoncés demandado-,
prueba de que no pudo desconocerlo ni, por tanto, alegar esa
circunstancia como fundamento de recurso. Esto, es, evidente­
mente, constitutivo de mala fe procesal, conducta atentatoria a la
buena fe exigible en la actuación procesal de 'las partes, como así
lo ordena el arto 11.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
(<<respetar en 'todo tipo de procesos las reglas de la buena fe»). En
su virtud, y de acuerdo con lo autorizado por el art. 95.2 de la Ley
Orgánica de este Tribunal Constitucional, procede imponer las
costas derivadas de este proceso de amparo á dicha parte recu­
rrente.

FALLO

En a,tención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD QUG. LE CONAERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

. Primero.-Denegar .el amparo solicitado por don Miguel Olivella
Oaparols. .,

Segundo.-Imponer las costas a dicho recurrente.

Publíquese la presente Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado}}.

Madrid, 4 de ·julio de 1986.-Gloria Begué Canlón.-Ang61
Latorre Segura.-Fernando García-Mon y González-Reg'ue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs 1..eguina Villa.-Luis' López
Guerra.-Firmados·y rubricados. . .

El dia 26 de .abril del ,mismo año se solicitó incoación del
procedimiento de habeas corpus ante el Juzgado de Instrucción
núm. 3 de' los de Vitoria, en funciones de guardia, 10 que fue
denegado por el J~gado ~n Auto de la misma fecha, e~ .que se
afirmaba en -su ÚDlCO conSIderando que «al basarse la sohcl1ud de

, habeas corpus en la situación de privación de libertad en el presente
caso en aplicación de las normas especiales del Códi~o de Justicia
Militar, no es posible a los J\lz~dos de la jurisdiCCIón ,..ordinaria,
~0!!!.12 ~! ~t.!.~ e.~tÜe.. ~~~ ~~~~~~:\'~ :~~~Ü~~:~~;.:.:;l, 'i iíi~üü; ~jj, üi"t
procedimiento sumario y urgente como el presente, en entrar a
discutir y discurrir sobre la correcta o incorrecta aplicación a
determinado ~rsonal de las Fuerzas de.Seguridad del Estado de
dichas especiales normas castrenses, careciendo en consecuencia
este Juzgado de competencia para decidir sobre dicha solicitud, que
habría de plantearse ante los Juzgados especiales militares corres­
pondientes». Y, en consecuencia, el Juzgado declaraba su incompe~
tencia material para resolver sobre la petición deducida.

Añade el recurrente en amparo Que contra la ~nción de arresto
fue interpuesto reCUrso contencios<radministrativo al amparo de la
Ley 62/1978 ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la ,,,,_
Audiencia Territorial de Bilbao.

2. Manifiesta, como fundamento de su pretensión de amparo,
que con relación a los Cuerpos de Seguridad del Estado, es de
aplicación el arto 5 de la Ley 55/1978, de 4 de diciembre, que
traslada a-la jurisdicción ordinaria la competencia para conocer la
solicitud de habeas corpus, competencia reiterada por constante
jurisprudencia del Tribunal Supremo, y, en el ámbito europeo, por
el Tribunal Europeo para -la protección de los derechos human.os y
de las libertades fundamentales. Debe además tenerse en cuenta al
respecto la función del representante sindical, ya que la exigencia
de una actitud silente y acrítica por su ,pane debe considerarse
como obstrucción a la libertad sindical.

En el Auto impugnado 00 se justifica ni razona la atribución de
competencia a la jurisdicción militar, y, sorprendentemente, por
razones de urgencia, no se· entra a discurrir sobre la misma,
aludiéndose a un imperativo constitucional que no se precisa. De
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